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Jueza Méndez Miró y la Jueza Rivera Pérez. 

 
Rivera Pérez, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de junio de 2022. 

Comparece el Sr. José L. Meléndez Sáez (en adelante, el Sr. 

Meléndez Sáez) y nos solicita que revisemos la Resolución emitida y 

notificada el 21 de abril de 2022, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Bayamón, (en adelante, TPI). Mediante 

dicho dictamen, el TPI declaró No Ha Lugar la moción de 

reconsideración presentada por el Sr. Meléndez Sáez y reiteró que la 

información solicitada por el Sr. Meléndez Sáez al Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico (en adelante, DTRH) 

era impertinente e inmaterial a la causa de acción del presente caso.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

se deniega la expedición del auto de certiorari. 

-I- 

El 15 de julio de 2022, el Sr. Meléndez Sáez presentó una 

Demanda por incumplimiento de contrato al amparo de la Ley Núm. 
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87 de 22 de junio de 1962, según enmendada, conocida como Ley 

para Regular el Reclutamiento y la Contratación de Trabajadores 

para Realizar Labores Fuera de Puerto Rico, 29 LPRA 527 et seq.1 

En esta, el Sr. Meléndez Sáez alegó lo siguiente: que Allegiant 

Staffing, Inc. (en adelante, Allegiant) es una compañía que realiza 

negocios en Puerto Rico consistentes en entrevistar, reclutar y 

coordinar el viaje de trabajadores al estado de Wisconsin para 

ofrecer sus servicios en la planta de procesamiento de Bounduelle, 

Inc., una planta procesadora de maíz fresco; que fue reclutado por 

Allegiant Staffing, Inc. (en adelante, Allegiant) para trabajar en el 

estado de Wisconsin; y que, el 26 de julio de 2016, suscribió un 

contrato de trabajo con Allegiant para trabajar en la planta 

procesadora Bonduelle en Fairwater. Alegó, además, lo siguiente: (1) 

que el contrato de trabajo se le entregó para su firma el mismo día 

de su partida para Wisconsin en el aeropuerto; (2) que las 

condiciones de la vivienda tipo barraca no cumplían con los 

estándares establecidos en el contrato; (2) que el equipo de 

lavandería no estaba en óptimas condiciones; (3) que le sometieron 

una acción disciplinaria de la cual no le proveyeron copia, lo 

cambiaron de trabajo y le bajaron el sueldo sin que se reunirán con 

él respecto al cambio; (4) que tuvo que regresar a Puerto Rico el 15 

de septiembre de 2016 de forma abrupta y solicitar asistencia de su 

familia para comprar pasaje de regreso; y (5) que todo esto se llevó 

a cabo en incumplimiento con las disposiciones de la Ley Núm. 87 

de 22 de junio de 1962, supra.  

Luego de varios incidentes procesales, el 22 de septiembre de 

2020, Allegiant presentó Contestación a Demanda, mediante la cual 

levantó varias defensas afirmativas.2  

 
1 Apéndice 3 de Certiorari, a las págs. 3-9.  
2 Apéndice 4 de Certiorari, a las págs. 10-16. 
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Iniciada la etapa de descubrimiento de prueba y presentado el 

Informe para el Manejo de Caso3, el 27 de agosto de 2021, el Sr. 

Meléndez Sáez presentó Moción en Solicitud de Orden al 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos.4 En esta, solicitó 

copia certificada del expediente que obra en el DTRH a nombre de 

Allegiant para el año 2016 cuando realizó la solicitud de 

autorización para reclutar trabajadores migrantes en Puerto Rico al 

amparo de la Ley Núm. 87 de 22 de junio de 1962, supra.  

El 30 de agosto de 2021, el TPI le concedió un término de diez 

(10) días a Allegiant para expresarse con respecto a la solicitud del 

Sr. Meléndez Sáez.5 El 7 de septiembre de 2021, Allegiant presentó 

Oposición a “Moción en Solicitud de Orden al Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos”.6 En su oposición, alegó que: (1) el 

descubrimiento de prueba solicitado a la División de Servicios de 

Empleo (en adelante, DSE) del DTRH no es a los efectos de la 

producción de documentos del reclutamiento y contratación del Sr. 

Meléndez Sáez, sino de todos los trabajadores que fueron reclutados 

y contratados por Allegiant en el año 2016;7 (2) el tribunal no fue 

puesto en posición de determinar que la producción de documentos 

es pertinente a la controversia del caso; (3) la solicitud de 

información es excesivamente amplia; y (4) los expedientes 

solicitados incluyen información sensitiva y confidencial de los 

trabajadores, sus personas contactos y los patronos y, en este 

último caso, información que forma parte de sus estrategias de 

 
3 Apéndice 5 de Certiorari, a las págs. 17-24. 
4 Apéndice 6 de Certiorari, a las págs. 25-27. 
5 Apéndice 7 de Certiorari, a la pág. 28. 
6 Apéndice 8 de Certiorari, a las págs. 29-32. 
7 Según surge de la moción Allegiant produjo treinta y nueve (39) folios 
relacionados con la parte peticionaria-demandante, entre los que se destacan: (a) 

documentos de contratación; (b) el contrato suscrito; (c)Reglas de la Vivienda de 

la planta de procesamiento del estado de Wisconsin; (d) Manual de Empleo de la 

planta de procesamiento del estado de Wisconsin; (e) Hoja de Información del 

Obrero -Términos y Condiciones de Empleo; (f) Talonarios de pago para todo el 

periodo trabajado; (g) documento emitido por el departamento de Desarrollo de la 
Fuerza Laboral del estado de Wisconsin certificando que en el año 2016 la planta 

de procesamiento cumplió con los estándares mínimos de los campos de trabajos 

para migrantes y estaba totalmente certificada para ocupación.  
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negocios.  Finalmente, Allegiant sostuvo que el divulgar la 

información solicitada podría violentar derechos de terceros no 

relacionados con el pleito y que personas no relacionadas a la 

controversia advengan en información que es propiedad de sus 

clientes; y afectarse la forma en la cual hace negocios. Por lo cual, 

Allegiant solicitó que se mantuvieran de manera confidencial los 

expedientes en custodia de DSE, dado el significativo perjuicio que 

podría provocar su divulgación. 

Así las cosas, el 11 de enero de 2022, el TPI emitió Orden 

declarando No Ha Lugar la solicitud del Sr. Meléndez Sáez.8 En su 

dictamen, el TPI dispuso lo siguiente:  

“El expediente solicitado resulta impertinente e 
inmaterial a la causa de acción de epígrafe. Según surge 
de la demanda, la reclamación respecto al 

incumplimiento con la Ley Núm. 87 de 22 de junio de 
1962, 29 LPRA § 527 et. seq., se limita al reclamo de 

que no se le proveyó al demandante un contrato escrito 
con anticipación y que no se le ofrecieron ciertas 
condiciones de vivienda. El presente caso no trata sobre 

el reclutamiento y contratación de trabajadores en 
Puerto Rico por parte de la demandada, no sobre el 
proceso de otorgamiento de autorización para ello.” 

 

El 26 de enero de 2022, el Sr. Meléndez Sáez presentó Esc[r]ito 

de Reconsideración a Orden y en Solicitud a Determinaciones de 

Hechos y Conclusiones de Derecho.9 En este, alegó que el 

descubrimiento de prueba debe ser amplio y liberal para así colocar 

al juzgador de hechos en una mejor posición para resolver la 

controversia de manera justa y reiteró que los documentos 

solicitados son pertinentes a la controversia.   

El 28 de enero de 2022, Allegiant presentó Oposición a 

¨Esc[r]ito de Reconsideración a Orden y en Solicitud a 

Determinaciones de Hechos y Conclusiones de Derecho.10 En 

síntesis, reiteró que, como parte del descubrimiento de prueba, le 

 
8 Apéndice 9 de Certiorari, a la pág. 33. 
9 Apéndice 10 de Certiorari, a las págs. 34-41. 
10 Apéndice 11 de Certiorari, a las págs. 42-44. 
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entregó al Sr. Meléndez Sáez todos los documentos relacionados con 

el reclutamiento y contratación inherentes a su persona incluyendo 

copia del contrato. Además, reiteró que lo solicitado constituía una 

expedición de pesca en los archivos de DTRH para acceder a 

documentos de Allegiant que no tienen pertinencia alguna con las 

controversias del caso, por lo cual su solicitud es inmaterial e 

impertinente.  

Ese mismo día, el TPI declaró No ha Lugar la moción de 

reconsideración presentada por el Sr. Meléndez Sáez y reiteró que la 

información solicitada por este era impertinente e inmaterial a la 

causa de acción del presente caso.11  

Inconforme con dicha determinación, el Sr. Meléndez Sáez 

acudió ante nos mediante el presente recurso de certiorari, en el cual 

señala que el TPI cometió el error siguiente:  

Erró el TPI al declarar no ha lugar la Moción en Solicitud 
de Orden para que [el] Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos por conducto de su Secretario, 
provea copia certificada de los documentos de la 
solicitud de autorización para reclutar y contratar 

trabajadores para labores fuera de Puerto Rico, 
conforme lo dispone la Ley 87-1962, supra, por [sic.] 

entender que la misma es [inmaterial] y no ser 
[pertinente] a la causa de acción incoada.   
 

El 6 de junio de 2022, Allegiant presentó Moción de 

Desestimación y Oposición al Recurso de Certiorari.  

Contando con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver.  

-II- 

 El auto de certiorari es el vehículo procesal mediante el cual 

este Tribunal puede revisar un dictamen del tribunal inferior. IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); Pueblo v. 

Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009). Este recurso se distingue 

por la discreción de este Tribunal para autorizar su expedición y 

 
11 Apéndice 12 de Certiorari, a la pág. 45.  
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adjudicar sus méritos. Íd., pág. 338. Esto es, distinto a las 

apelaciones, este Tribunal decide si ejerce su facultad de expedir el 

recurso. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). 

 La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

establece la autoridad limitada de este Tribunal para revisar las 

órdenes y las resoluciones interlocutorias que dictan los tribunales 

de instancia por medio del recurso discrecional del certiorari. La 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, dispone, 

en lo pertinente, lo siguiente: 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 

el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia cuando se recurra de decisiones 
sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de 
familia, en casos que revistan interés público o en 

cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 

certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión. 

 

 Si ninguno de estos elementos está presente en la petición 

ante la consideración de este Tribunal, procede abstenerse de 

expedir el auto, de manera que se continúen los procedimientos del 

caso, sin mayor dilación, ante el Tribunal de Primera Instancia. 

García v. Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Meléndez Vega v. 

Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 (2000); Lluch v. España 

Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

 De conformidad, para determinar si procede la expedición de 

un certiorari se debe acudir a la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. El tribunal 

tomará en consideración los siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa: 
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(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los 

cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución 

final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40. 

 

 Ahora bien, esta regla no constituye una lista exhaustiva y 

ninguno de estos criterios es determinante por sí solo. García v. 

Padró, supra, pág. 335, n. 15. El Foro Máximo ha expresado que 

este Tribunal debe evaluar “tanto la corrección de la decisión 

recurrida, así como la etapa del procedimiento en que es 

presentada; esto, para determinar si es la más apropiada para 

intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una 

dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 97 (2008). 

 La interferencia de este foro con la facultad discrecional del 

TPI solo procede cuando este: “(1) actuó con prejuicio o parcialidad; 

(2) incurrió en un craso abuso de discreción; o (3) se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo”. Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 
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155 (2000). Así, “las decisiones discrecionales que toma el Tribunal 

de Primera Instancia no serán revocadas a menos que se demuestre 

que ese foro abusó de su discreción”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 434 (2013). Ello se debe a que “los foros 

apelativos no deben pretender administrar ni manejar el trámite 

regular de los casos ante el foro primario”. Íd. 

 La determinación de que un tribunal abusó de su discreción 

está atada íntimamente al concepto de la razonabilidad. Íd., págs. 

434-435. Nuestro Foro Más Alto definió la discreción como “una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera”. Íd., pág. 435; IG Builders et al. 

v. BBVAPR, supra, pág. 338. Además, explicó que la discreción se 

“nutr[e] de un juicio racional apoyado en la razonabilidad y 

fundamentado en un sentido llano de justicia; no es función al 

antojo o voluntad de uno, sin tasa ni limitación alguna”, así como 

tampoco implica “poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra, pág. 435; Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 

144 DPR 651, 658 (1997). Por lo cual, el auto de certiorari debe 

usarse con cautela y solamente por razones de peso. Pérez v. 

Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 18 (1948). 

-III- 

Considerados los criterios de la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, determinamos 

que no debemos ejercer nuestra facultad discrecional para atender 

el asunto planteado en el recurso de certiorari presentado por el Sr. 

Meléndez Sáez.  

A nuestro juicio, no medió prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la determinación del TPI de denegar la solicitud de 

descubrimiento de prueba presentada por el Sr. Meléndez Sáez. El 

remedio y la disposición del dictamen recurrido tampoco son 
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contrarios a derecho. Por lo tanto, resolvemos denegar la expedición 

del auto de certiorari. 

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


